SEGURIDAD ALIMENTARIA EN NICARAGUA:

Implicaciones del Ajuste Estructural y Políticas de Estabilización

(Borrador 11/1/96)(Oxfam)

I. RESUMEN DE HALLAZGOS CLAVES Y RECOMENDACIONES

A. Objetivos y Alcance del Reporte

Este documento tiene como objetivo analizar los impactos particulares de las medidas de reforma económica implementados desde 1988, sobre la seguridad alimentaria en las áreas rurales de Nicaragua. Se refiere específicamente a los factores que han afectado la viabilidad de la agricultura campesina, principalmente la producción de granos básicos, siendo éstos la principal fuente de supervivencia para la mayoría de nicaragüenses. También se concentra en el impacto particular de la política crediticia, la política de intercambio comercial y los sistemas de mercadeo. Las comunidades que reciben apoyo por parte de Oxfam UK/I y la Agencia SNV, con base en Holanda, mencionan a menudo los tres factores anteriores como condicionamiento a su capacidad para producir y tener acceso a la alimentación.

Las agencias han seleccionado estos temas por las siguientes razones:

La mayoría de la población Nicaragüense, y el 85% de la gente pobre de Nicaragua, vive en áreas rurales.

La economía de Nicaragua es fundamentalmente una economía agraria; el 30% de su PNB y el 60% del total de las exportaciones provienen del sector agrícola.

Los granos básicos representan el 62% de la cosecha y son producidos por agricultores en pequeña y mediana escala.

Los frijoles y el maíz representan la más importante fuente de calorías en la dieta de los nicaragüenses.

El documento está basado principalmente en un estudio de 1995, realizado por un equipo de investigadores independientes, comisionados conjuntamente por Oxfam UK/I y SNV. Adolfo José Acevedo Vogl, Isolda Espinosa y Miguel Angel Castellón elaboraron el documento titulado Seguridad Alimentaria, Ajuste Estructural y Agricultura Campesina. El estudio se elaboró y ejecutó en cercana colaboración con un grupo de 6 organizaciones nicaragüenses. 

Este grupo más tarde formó el Grupo Propositivo de Cabildeo (GPC) cuyo objetivo se centra en fomentar el debate público, el cabildeo y las campañas sobre los diferentes temas de seguridad alimentaria en Nicaragua.

El trabajo de Oxfam UK/I y SNV, con la GPC y el equipo de investigadores, se originó por la preocupación de las crecientes condiciones de pobreza e inseguridad alimentaria, que afectan a las comunidades donde brindamos apoyo a programas de desarrollo. Reconocemos que la gama de factores que influyen en la seguridad alimentaria de los pobres es amplia, y que un documento de este alcance podría no hacer justicia a tal complejidad. Con este documento buscamos contribuir a un importante debate, sobre la política que se está llevando a cabo dentro de Nicaragua, y en la Cumbre Mundial de Alimentos de este año.

B. Hallazgos y Recomendaciones

Hay múltiples factores que influyen en la seguridad alimentaria rural. Algunos de los anteriores están directamente relacionados a las medidas de ajuste y estabilización, y otros son resultados indirectos de las mismas políticas sobre la viabilidad general del sector agrícola. Este documento hace un recuento, en forma particular, a los impactos negativos de las políticas restrictivas de crédito, en un comercio inclinado a la importación, y un sistema de apoyo débil de mercado en áreas rurales.

En el área de la política de comercialización, el documento muestra que el impacto sumado de las políticas de precios y tarifas, que afectan la producción agrícola, ha conducido a una posición altamente desfavorable para los productores, en relación a los mercados internacionales. Oxfam/SNV recomienda una serie de medidas para restablecer la competitividad de la producción de granos básicos, a través de políticas de protección temporales y selectivas, que expongan gradualmente la economía nicaragüense a relaciones de comercialización abiertas con otros países y restablecer el margen de ganancia a la producción agrícola en pequeña escala.

En relación a la política crediticia, el documento apunta hacia el papel crucial del Estado, como canal hacia los sistemas de crédito, y el apoyo a los campesinos como pequeños productores. La restricción de créditos, disponible para pequeños y medianos productores, ha conducido a una sobrexplotación de la labor campesina, afectando particularmente a mujeres y niños, y ha contribuido al deterioro de la seguridad alimentaria. Dado el hecho de que el sector privado no ha reemplazado efectivamente el papel del Estado en el financiamiento e inversión en el sector agrícola, debe haber una estrategia para construir la capacidad productiva del sector agrícola antes de que el Estado se pueda retirar de estas funciones. Como lo muestra el documento, no es la cantidad de crédito lo que necesariamente determina la productividad agrícola sino la naturaleza de los sistemas de provisión de los mismos.

Los débiles sistemas de mercadeo son un factor clave que limitan la calidad de la vida en las áreas rurales, especialmente para las mujeres. A pesar de que los sistemas de comercialización alternativos, a través de ONG internacionales, pueden ser una solución para un pequeño número de productores, debe haber una estrategia e inversión a lo largo de toda la nación para lograr el acceso de los agricultores campesinos a los mercados locales, regionales e internacionales. Esto requerirá inversiones en infraestructura básica, que puede iniciarse a través de la restauración de la anterior empresa del Estado ENABAS.

El documento muestra que la interrelación de estos factores es crucial para enfocar simultáneamente el 

contexto macroeconómico y los sistemas de apoyo específicos, requeridos para regenerar la economía agrícola. Un cambio en la política crediticia por sí solo no incrementará la productividad agrícola ni los ingresos de los hombres y mujeres rurales. Al contrario, se necesita un acercamiento combinado de la protección de los granos básicos, a través de un control de precios y tarifas, un sistema mejorado de provisión de crédito, y la inversión en la infraestructura comercial agraria, para resolver los desequilibrios que se observan en el enfoque actual hacia las reformas.

El documento reconoce las valiosas experiencias de las organizaciones comunitarias y ONGs en los últimos 6 años, para desarrollar alternativas encaminadas a la supervivencia y el desarrollo de los medios de vida de los pobres. Se debería aprovechar estas experiencias y éstas deberían de formar nuevas alianzas entre el Gobierno, los acreedores multilaterales y algunos sectores de la sociedad civil para diseñar políticas que sean consistentes con las limitaciones y oportunidades existentes en Nicaragua.

C. Nota sobre Datos Estadísticos

La información disponible sobre la pobreza y desempeño económico de Nicaragua es decididamente variable. El Banco Mundial, el PNUD y los Institutos de Investigación Nicaragüenses, cada uno usa métodos diferentes para medir los índices de pobreza. De acuerdo al Banco Mundial, el 70% de la población nicaragüense vivía en la pobreza en 1995. Pero estas cifras difieren de las del Ministerio de Acción Social, que muestra que 75% era la proporción de la población viviendo en pobreza ese año; y, estudios conducidos por el FIDEG, revelan que la proporción de la población que vive en pobreza es de 80 a 90%. Para los propósitos de este estudio, hemos usado principalmente La Evaluación de la Pobreza en Nicaragua del Banco Mundial y los propios informes del Gobierno de Nicaragua. Estas son las estadísticas más conservadoras entre las muchas fuentes disponibles, pero son las únicas estadísticas disponibles que rastrean los indicadores a través del tiempo, incluyendo también fuentes independientes cada vez que esto sea posible.

II. FUNDAMENTOS Y NATURALEZA DEL AJUSTE ESTRUCTURAL EN NICARAGUA

A. Los Primeros Programas de Ajuste en Nicaragua

La crisis financiera nicaragüense alcanzó su cima a mediados de los 80, cuando sufrió, al igual que sus vecinos latinoamericanos, una caída dramática de los precios del mercado mundial para sus principales exportaciones que, junto a las altas tasas de interés, resultó en el rápido deterioro económico. A pesar de que el gobierno sandinista logró algunos avances significativos para satisfacer las necesidades básicas de la población, estas políticas se financiaron a través del creciente gasto del Estado, el subsidio de los precios de alimentos y un intercambio sobrevaluado de la moneda, lo que resultó en una espiral inflacionaria, el déficit en la balanza de pagos y el aumento de la deuda externa. La crisis en Nicaragua se complicó aún más por el embargo económico de Estados Unidos, el alto costo de la defensa, y la destrucción ocasionada por la guerra, que sumados afectaron seriamente la alta inflación. En 1988 la inflación alcanzó 36,000%, una tasa que no tiene paralelo en Latinoamérica. El Gobierno Sandinista confrontó la crisis por medio de la descontinuación de sus pagos al servicio de la deuda, contrayendo una deuda masiva con el bloque soviético y aumentando la emisión de dinero, políticas que precipitaron la economía a una situación insostenible.

En 1988 el Gobierno Sandinista introdujo el primer paquete de estabilización, imponiendo una devaluación significativa; el incremento a las tasas de interés, restricciones crediticias y el decrecimiento en el gasto público. Las medidas provocaron una recesión aún más profunda que se reflejó en la caída de 13.4% del PNB y comenzó a socavar las políticas sociales que el Gobierno había establecido como la médula de su programa económico. Para 1990 los indicadores sociales habían caído substancialmente (70% de la población vivía bajo el nivel de pobreza).

Cuando el Gobierno de Violeta Chamorro asumió el poder en 1990, el contexto global para manejar la crisis de Nicaragua había cambiado totalmente. Estados Unidos levantó el embargo económico y los conflictos armados se empezaron a resolver por medio de la negociación política. Los bancos multilaterales iniciaron negociaciones para otorgar nuevos préstamos a Nicaragua, y esta nación recibió más de US$ 600 millones en donaciones externas en el primer año del Gobierno de Chamorro. Esta ayuda estaba condicionada a la reanudación inmediata de pagos a la deuda y a los acuerdos con AID, Banco Mundial y FMI, en un Programa de gran alcance con miras a la estabilización económica.

El programa de estabilización de septiembre de 1991 reflejó los ingredientes que constituyen el estándar de restricción monetaria y fiscal: la liberalización del mercado e inversión, la privatización, la desregulación de mercados internos y la reforma del sistema financiero y del sector estatal. En 1994 el Gobierno nicaragüense firmó un acuerdo de 3 años con el FMI, que profundizaba las medidas de reforma y ponía una particular atención a la reducción adicional del gasto estatal en empleados del sector público, las reformas al sistema financiero y la privatización de los sectores de servicios públicos más lucrativos.

En el sector agrícola, la combinación de devaluación, liberalización del mercado y la privatización, estaba orientado a incrementar los precios de los productos agrícolas para los productores de alimentos, y a forzar la reubicación de recursos a las áreas de mayores ventajas y eficiencias comparativas. Teóricamente estas políticas resultarían en una mayor especialización, aumento del empleo y mejores salarios, permitiendo al país, tanto como a los productores individuales, importar el déficit, aumentando, por lo tanto, la eficiencia económica.

B. Impacto de las Reformas de 1991 y 1994: Contradicciones en el Modelo.

El gobierno nicaragüense y sus acreedores multilaterales están de acuerdo en que el programa de estabilización económica en Nicaragua ha resultado ser un razonable éxito en cuanto a controlar la inflación, contener el crecimiento de la deuda externa, reducir el déficit fiscal y lograr compromisos para reducir de forma significativa el tamaño y las funciones de las instituciones estatales.

Estos éxitos se contrastan con el fracaso de aliviar la situación de extrema pobreza y sufrimiento en Nicaragua. En 1995 se estima que 70% de la población vivía en la pobreza, y 75% de estos pobres vivían en áreas rurales, de acuerdo a las cifras del Banco Mundial. El desempleo y el subempleo afectan al 53% de la población. En las regiones más pobres, como la región Autónoma de la Costa Atlántica, estudios independientes muestran niveles de pobreza y desempleo aún más altos.

Además del creciente desempleo y subempleo, la población nicaragüense respondió a la crisis a través de la incorporación de las mujeres y niños a la fuerza laboral para contribuir al ingreso familiar. La economía familiar se apoyó en la intensificación de la carga de trabajo para las mujeres y los niños, lo que se demostró en el aumento del empleo femenino y la creciente proporción de la deserción escolar de niños entre 7 y 14 años de edad.

Muchas de las comunidades y organizaciones que Oxfam UK/I y SNV apoyan en Nicaragua han sufrido en términos de su seguridad económica, y los mismos proyectos que las agencias han apoyado, han llegado a representar una sostenibilidad cuestionable, dadas las condiciones macroeconómicas adversas que enfrentan los sectores más desprotegidos de la sociedad. Como revela el estudio comisionado por Oxfam y SNV, las reformas económicas recientes se han traducido en una situación cada vez más insostenible para los pequeños productores, que representan la mayor parte de la población rural en Nicaragua. La creciente pobreza, la descapitalización de las pequeñas fincas, el bajo consumo de calorías, particularmente entre las mujeres, son sólo algunos de los signos que indican que la estabilización no ha traído mejoras para el sector rural pobre.

Las limitaciones del programa de estabilización son conocidas por el Banco Mundial y el BID, así como también por una gama de analistas e instituciones independientes. El BID, en su Documento del País (1996), y el Banco Mundial, en su Memorándum Económico del País (1994), enfocan los problemas de continuo ingreso y consumo percápita anual bajo, insuficiente crecimiento económico, alto déficit fiscal y bajos niveles de inversión y ahorro. A pesar de que el BID ve la solución en un proceso de reforma más agresivo y acelerado, los estudios independientes, muestran que este enfoque está socavando las bases mismas del programa de reforma. A pesar de que el Banco Mundial y el BID sostienen que las políticas económicas deben basarse en la reactivación y en la diversificación del sector agrícola, las políticas de comercio y las tasas de intercambio están haciendo de la producción agrícola una ocupación no viable, poco competitiva y excesivamente riesgosa para los inversionistas privados. La promesa de rescate por parte del capital privado no se ha materializado. Las condiciones mismas de pobreza extrema, una economía agrícola descapitalizada, un transporte y una infraestructura de mercadeo insuficientes, una fuerza de trabajo sin preparación y una inestabilidad política continua, inhiben las posibilidades de una estrategia guiada exclusivamente por el mercado.

El Gobierno y las multilaterales están preocupados porque no se está reduciendo el déficit comercial lo suficientemente rápido, y porque el equilibrio que se ha ganado ahora, con el apoyo de la asistencia externa, pronto cesará debido a la reducción de la ayuda a niveles más modestos.

Todos están de acuerdo en que la reactivación económica, o "crecimiento con igualdad" de acuerdo a los bancos, es una prioridad inmediata, pero hay diferencias en los sectores estratégicos acerca del punto de partida de la reactivación.

La preocupación de Oxfam UK/I y de SNV es que las políticas actuales, cuyo objetivo es el impulso al crecimiento económico con igualdad, no puedan implementarse exclusivamente a través de la inversión del sector privado, principalmente en el sector industrial. A menos que hayan políticas propositivas para construir el poder productivo y consumidor de los más pobres, que se concentran principalmente en las áreas rurales, no habrá ninguna base de la cual partir para regenerar una economía en la que haya espacio de participación y beneficios para los pobres. Esto se aplica particularmente a Nicaragua, un país que tiene abundantes tierras productivas, una tradición de agricultura en pequeña escala y un sector industrial comparativamente débil.

III. TENDENCIAS RECIENTES EN TERMINOS DE SEGURIDAD ALIMENTARIA

A. ¿Qué es Seguridad Alimentaria?

La seguridad alimentaria es la habilidad de la población para producir o comprar alimentos en forma suficiente y apropiada para poder llevar una vida activa saludable y, al mismo tiempo, asegurar y proteger, de forma consistente, los recursos necesarios para sostener sus medios de vida. Para poder lograr la seguridad alimentaria debe existir una compleja disposición de condiciones que enlacen al productor individual y al consumidor, a los mercados nacionales, regionales y globales. En una economía predominantemente global en Nicaragua, el factor determinante en la cadena de seguridad alimentaria es el acceso que un hombre o una mujer pueda tener a los recursos de producción de alimentos, y las condiciones macroeconómicas que permitan a la unidad productiva comunal o individual insertarse en el mercado bajo términos justos.

B. Causas y Consecuencias de la Inseguridad Alimentaria

De acuerdo al Banco Mundial, el sector agrícola representa alrededor de 30% del PIB de Nicaragua, 60% de las exportaciones totales, un tercio del empleo y más de 75% de los ingresos totales por exportación. Más del 40% del valor agregado en el sector agrícola proviene de los granos básicos, que es producido en su mayoría por productores campesinos. En 1993 68% de las áreas cultivables eran manejadas por pequeños y medianos productores. Alrededor de 20% del valor agregado en el sector agrícola se genera por la producción exclusiva de maíz y frijoles. Los granos básicos representan aproximadamente 62% de la cosecha. 

Tabla 1

Participación de la Pequeña y Mediana Producción en la Producción Agrícola (1987-88)

Por Rubros seleccionados en porcentaje de la Producción Nacional

Rubro
Maíz
Frijol
Arroz
Sorgo 
Café
Ajonjolí

%
89.4
92.4
21
98.1
47.8
98.5

Fuente: CIERA, 1989

Muchas veces se refieren a la economía de Nicaragua como "la economía gallo pinto", en referencia al plato tradicional de arroz y frijoles, consumido por todos los sectores de la población nicaragüense. La frase refleja la dependencia profunda de Nicaragua de los granos básicos —principalmente frijoles, arroz y maíz—, en términos de producción y consumo doméstico. El estudio comisionado por Oxfam/SNV muestra que los productores de granos básicos representaban 82.4% de los productores agrícolas en Nueva Guinea, 92% en El Sauce; y 96.5% en Jalapa. La preponderancia de los granos básicos en las economías campesinas de estas regiones es análoga a la de los grupos que apoya Oxfam entre las poblaciones Sumu y Miskito de la región Atlántica, y los grupos campesinos y de mujeres en Siuna, Bonanza y Rosita.

Nicaragua tiene suficientes tierras productivas como para producir granos para el consumo de su propia población y un excedente para la exportación. En 1983 sólo se importó 2.2% de las calorías del consumo percápita en Nicaragua. Sin embargo, entre 1990 y 1994, se cubrió un promedio de 31% a través de importaciones. Es más, la disponibilidad percápita de calorías declinó de 2090 kilocalorías en 1985 a 1717 en 1993. 

El pan, hecho de trigo importado subsidiado, se ha convertido en algo cada vez más importante en la dieta nicaragüense, especialmente en las áreas urbanas. En los últimos 30 años ha habido un marcado incremento en el consumo de arroz y un declive en el consumo de los productos tradicionales como el maíz y los frijoles. En 1993, 30 % del arroz que se consumía en Nicaragua era importado o donado. Estas importaciones de arroz, trigo y pequeñas cantidades de maíz constituían el 22% del total de granos básicos que se consumían en Nicaragua en 1993. Una encuesta realizada en la Región III en 1989, mostró que el pan representaba 7% del gasto total entre 25 artículos principales de comida, comparado con 13% en el caso del arroz y 6% para los frijoles. 

Las cifras de un estudio de FAO, de 1991, muestran una reducción en el índice de producción alimentaria percápita de 100 en 1979/81 a 60 en 1991 . Aunque el volúmen de granos básicos producido aumentó entre 1980 y 1985, y otra vez de 1990 a 1994, la producción alimentaria no se ha mantenido al ritmo del crecimiento poblacional de 3% por año.

En el año 2,000 se proyecta que la población nicaragüense alcanzará los 5 millones de habitantes. Para poder suplir las demandas

alimentarias de esta población, a través de la producción doméstica, Nicaragua necesitará incrementar su producción de granos básicos en 52% de maíz, 75% de frijoles y 30% de arroz por encima de los niveles de producción de 1992.

A pesar de que las importaciones han contribuido a compensar por el déficit alimentario, la escasez del intercambio extranjero y una menguante asistencia externa, significan que las importaciones no han podido sustituir completamente este déficit. Como se puede apreciar en la Tabla 2, las importaciones percápita de granos básicos ha disminuyó entre 1985 y 1993, mientras que la donación de granos percápita han disminuído en casí la mitad.

Tabla 2

Totales de Consumo, Producción, Donaciones de Alimentos e Importaciones de Arroz, Frijoles, Maíz y Trigo;

(en miles de toneladas métricas y consumo percápita en kilos)

 



1985

1993

1985 = 100

Consumo


625.0

555.0

89

Producción


475.0

436.8

92

Importaciones


59.6

62.0

104

Ayuda Alimentaria

89.9

60.8

68

Exportaciones


0.0

4.6

--

Consumo percápita

191

130

68

Ayuda Alimentaria 

Percápita


7

14.5

54

Impotraciones percápita
18

14.2

79

Producción percápita

14.5

102

70

Fuente: Baumeister, Tabla 9, p 18.

En una conferencia realizada en Managua en 1993, el Banco Mundial hizo advertencias acerca de los problemas económicos que resultarían de la disminución de la deuda externa. Desde 1991, año en que el Gobierno de Chamorro recibió US$585 millones en donaciones, el financiamiento externo se redujo a US$331 millones en 1993. Esta disminución, de acuerdo al Banco, requeriría medidas extremas para reducir el consumo —principalmente a través de la restricción de créditos y recortes adicionales en los servicios sociales—, medidas que empeorarían seriamente la escala de pobreza en Nicaragua.

A nivel familiar la seguridad alimentaria está ligada a la capacidad de la gente para comprar alimentos, asi como también para producirlos. Oxfam y SNV han sido testigos de la menguante capacidad de las familias pobres con respecto a lo anterior. Las mujeres en Siuna, por ejemplo, reportan que las dietas familiares han cambiado en los últimos seis años. Ya no es posible para ellos comprar huevos y carne, y tienen que racionar la leche en la familia para los niños más pequeños. Es común que los niños vayan a la escuela sin desayunar, para poder ahorrar su limitado presupuesto familiar para una comida de arroz y frijoles al mediodía. La economía familiar se ve bajo más presión durante los meses anteriores a la cosecha. Con sus reservas de alimentos agotadas y la falta de ingresos para comprar alimentos, las familias optan por consumir frutas, plantas nativas y recurren, cuando esto es posible, a la práctica de la cacería y pesca.

La desigual distribución de ingresos en Nicaragua, la caída continua del poder adquisitivo, el creciente desempleo y subempleo, y la pobreza generalizada contribuyen a bajar los niveles de consumo. De acuerdo al Banco Interamericano de Desarrollo, el desempleo y subempleo alcanzaron 53% de la población en 1995. Estudios por parte de FIDEG estimaron que el desempleo y subempleo estaban por sobre 60%.

A pesar de que muchos desempleados se abocaron al sector informal, los ingresos promedios en este sector, en relación al tamaño de la familia, no suplieron las necesidades básicas de la población. 

Un estudio de FIDEG de 1991 muestra que la reducción en consumo fue más extrema en los hogares liderados por mujeres y que están ubicados en áreas rurales. En 1993 el grupo de más bajos ingresos obtenía 33% de las calorías necesarias y 30% de las proteínas recomendadas, mientras que el grupo de más altos ingresos, en cambio, ingería 109% de las calorías necesarias y 138% de las proteínas recomendadas. Sumado al impacto de un consumo reducido, las familias nicaragüenses, otra vez las que están particularmente lideradas por mujeres en hogares rurales, enfrentaban una incidencia creciente de enfermedades y un menor acceso a los cuidados de salud.

En 1993 las familias rurales gastaron 48% menos de lo necesario para cubrir la canasta básica familiar. Para 50% de la población de más bajos ingresos la proporción de compra de su canasta básica, que cubre sus ingresos, cayó de 59% en 1991 a 32% en 1995, siendo esta situación aún más extrema para la población rural, para quienes esta proporción cayó de 36% a 20% respectivamente. En 1995 un tercio de los niños nicaragüenses por debajo de la edad de 5 años estaban desnutridos y, en el caso de las áreas rurales, la proporción de niños en las mismas condiciones era de 40%. 

Las condiciones particulares de la sociedad y de la economía, después de la guerra, presenta retos adicionales a la seguridad alimentaria en Nicaragua. ACNUR calculó que 650 mil personas, o sea 15% de la población del país, fueron afectadas por la guerra. Se estima que 44% de la población afectada eran mujeres y 50% eran niños. De estos últimos la mitad eran niñas. A pesar de los esfuerzos para sacar adelante un plan nacional para la reinserción de la población afectada por la guerra, el reporte de ACNUR para 1996 indica que esto ha progresado en forma muy lenta.

En Nicaragua la rápida imposición de las medidas de estabilización y ajuste no han tomado en consideración en sus cálculos este contexto más amplio y, como resultado, no se ha podido lograr la estabilidad que se requiere para el éxito de las reformas.

A pesar de su importancia dentro de la economía de Nicaragua, los campesinos enfrentan problemas severos que minan sus propios medios de vida y su potencial contribución a la economía nacional. De acuerdo a un estudio realizado por FIDEG, los principales problemas identificados por los productores rurales pobres fueron los precios desfavorables, la falta de acceso a créditos y la falta de oportunidades para comercializar sus productos. 

En Nueva Guinea los líderes comunitarios recientemente reportaron a Oxfam que en el período postcosecha venían camiones de El Salvador a sus comunidades para comprar y transportar sus frijoles. Dado que ellos no tenían ningún otro lugar donde vender sus cosechas, no tuvieron opción sino vender sus cosechas muy por debajo del costo de producción. Esto pasó el año pasado y se descubrió que esos mismos frijoles, que entonces estaban al doble de su precio en el próximo período de precosecha, habían sido introducidos a través de la red comercial salvadoreña.

Este problema local se repite a nivel nacional y se adhiere a la compleja serie de condiciones que influyen en la seguridad alimentaria. Los pequeños agricultores que típicamente carecen de crédito para extender o diversificar su producción, producen sólo pequeñas cantidades de granos básicos. Si alguna vez logran producir algún excedente para la venta, carecen del acceso a las facilidades de almacenamiento y comercialización que les permita vender en el momento cuando los precios son más favorables. A diferencia de lo anterior, venden a intermediarios que enfrentan poca competencia y que, por lo tanto, pueden establecer sus propios precios. Los costos de los insumos agrícolas se han incrementado rápidamente mientras que los precios para los productores han fluctuado ampliamente, conduciendo esto a la disminución del ingreso de los pequeños productores. El ingreso, originado por las ventas, apenas les alcanza para la siguiente cosecha y, cuando se ven forzados a comprar alimentos para sus familias, lo hacen precisamente en el momento en que los precios de esos mismos granos básicos están al doble o al triple de lo que ellos recibieron por su propia producción.

Hay un amplio consenso de que no se puede lograr el crecimiento, el empleo y la seguridad alimentaria sin enfocar los problemas de los productores de granos básicos, debido a las características del sector agrícola Nicaragüense. La reforma y crédito financiero y la liberalización del mercado son áreas claves de la política con respecto a lo anterior.

IV. REFORMA FINANCIERA Y POLITICA DE CREDITO

A. Fundamentos y Naturaleza de las Reformas de la Política Actual

En los años 80 el crédito alcanzó a 60% de los productores agrícolas. A pesar de que la extensión del crédito significó una mayor estabilidad económica para la población de bajos recursos en las áreas rurales, éstas políticas son criticadas fuertemente por el Banco Mundial y el FMI como generadoras de grotescas ineficiencias. El crédito excesivo, la asignación del estado central enfocado hacia sectores particulares, las tasas de interés negativas reales subsidiadas y la influencia política de ciertos sectores económicos en los bancos estatales fueron vistos como promotores de la inflación, la disminución de los ahorros y como causas de distorsión de la producción.

Las reformas bajo el programa de ajuste reciente, por lo tanto, están encaminadas a restringir la provisión de crédito, eliminando el papel del Estado en ésta función, promoviendo el papel de los bancos privados y permitiendo que la oferta y la demanda determinen las tasas de interés. Estas medidas están orientadas a incrementar la eficiencia del sistema financiero e incrementar los ahorros y la inversión.

¿Cuál ha sido el impacto real de estas reformas en el sistema financiero en relación al sector agrícola?

B. Cambios en el crédito formal: Efectos sobre las tasas de interés y la cobertura de préstamos.

El estudio de Oxfam/SNV revela que, como resultado de estas reformas, los bancos privados han incrementado su proporción de depósitos de ahorros en años recientes pero, al mismo tiempo, éstos han sido extremadamente precavidos en cuanto a concesión de prestamos. En 1994 los bancos privados representaban 50% de los depósitos totales en el sistema financiero, pero sólo 27% de los préstamos y éstos últimos no favorecieron a la agricultura: los préstamos comerciales y personales actualmente representan más del 50% del portafolio de los bancos privados. En contraste, los préstamos productivos en la agricultura doméstica representaron no más del 5%.

El crecido papel de los bancos privados y el reducido papel de los bancos estatales ha conducido a una mayor concentración de préstamos a los grandes productores y a la creciente y significativa exclusión de los pequeños productores. En 1990 los pequeños y medianos productores recibieron 56% del crédito destinado al sector de la agricultura y ganadería y 31% para las grandes fincas privadas. Para 1993, el primero representó sólo 23% y el último 77%. Estos hallazgos son complementados por otros, encontrados en una encuesta de NITLAPAN, la que mostró que los pequeños productores campesinos recibieron 11% del crédito disponible mientras que los grandes negocios y consorcios agrícolas recibieron 59% y 36% respectivamente en 1995.

Tabla 3

Familias en 4 regiones que recibieron crédito en 1995/96 (según fuente de crédito)

 


Nueva Guinea

El Sauce
Jalapa

Laguna de Perlas

% de las familias 

entrevistadas que 

recibieron crédito
21%


11%

25.50%

4%

Fuentes de crédito 

Alternativo

52%


33%

41%

25%

Bancos Estatales
5%


10%

15%

10%

Comerciantes y 

Prestamistas

43%


57%

44%

65%

Total


100%


100%

100%

100%

Fuente: Acevedo, Adolfo, 1996

El área agrícola que recibió financiamiento se redujo en 73% entre 1989 y 1990 y entre 1995 y 1996. La encuesta de NITLAPAN de 1994/95 mostró que apenas 21% de los campesinos fueron cubiertos con financiamiento. En contraste, en 1980 el crédito formal rural alcanzó a alrededor de 60% de los campesinos. El número de clientes del Banco Nacional de Desarrollo, BANADES, ha disminuido de 102,000 en 1988 a 12,000 actualmente. En las encuestas encargadas por Oxfam y SNV en Nueva Guinea, sólo 21% de los campesinos recibieron crédito de alguna fuente. De esos que recibieron crédito sólo 5% provino a través del financiamiento del Estado. Hubo una clara diferencia de género en el acceso al crédito. De los entrevistados, 95% de las mujeres y 58 % de los hombres no había recibido ningún tipo de crédito.

Tabla 4

Cobertura de Crédito Rural según fuente de financiamiento

Consolidado
Cartera USD$ Millones/1 
% del total
% de cobertura de clientes 

1993-1994





2/ 

BND



41.0


51.24


23.30

Banca privada


7.70


10.00


1.20

Proyectos


22.69


28.40


34.30

ONG’s



3.98


5.00


42.20

Asociación de Productores
0.48


0.06


n.d.

Cooperativas


2.08


2.80


n.d.

Tiendas Campesinas

2.08


2.80


n.d.

Total



80.01


100.00


100.00

Fuentes: 1/PNUD (1994) y BCN 2/NITLAPLAN (1993)

Las reformas también han resultado en tasas de interés extremadamente altas, debido a la política monetaria restrictiva. La relativa libertad que tienen los bancos privados les permite elevar las tasas por encima del rédito promedio de capital. La ganancia de la banca (diferencia entre las tasas de ahorro y préstamo) es sumamente alta, lo que conduce a la concentración de ganancia en un sector financiero privado no productivo.

Sin embargo, la evidencia sugiere que las altas tasas de interés han fracasado en incrementar la proporción de ahorros. El repentino flujo de bienes importados al consumidor, a partir del levantamiento del embargo comercial de Estados Unidos entre otros factores, ha conducido al rápido y dramático aumento en el consumo de bienes importados, lo que ha disminuido los ahorros privados en general. Dado el énfasis del Banco Mundial y del BID de generar ahorros privados, este aspecto particular de las reformas ha encontrado sus propias contradicciones.

Las altas tasas de interés han fomentado la inversión a corto plazo, de bajo riesgo y de alta rentabilidad, en vez de las actividades productivas a largo plazo que son más riesgosas como lo es la agricultura. Sólo 1.3% de los préstamos totales tenía un período de pago de más de 12 meses y 44% de los préstamos un período de pago de 1 a 6 meses.

El programa de ajuste en Nicaragua está basado en las premisas de que los bancos estatales no son lo suficientemente eficientes ni rigurosos para conceder créditos directamente. Bajo estas bases se han reducido drásticamente las funciones de crédito del principal banco estatal responsable por el crédito rural, BANADES, puesto que se ha transferido su problemático portafolio de crédito a una agencia de recolección privada. El financiamiento disponible a través de BANADES se está reduciendo drásticamente y se traspasará el aparato financiero estatal al sector de la banca privada. A pesar de que estudios independientes reconocen las ineficiencias del sistema bancario estatal, no hay una alternativa existente, capaz de administrar financiamiento a los productores campesinos a nivel nacional. El sector de la banca privada no ha mostrado ningún interés en extender crédito a los pequeños productores. La Tabla 3 arriba, muestra que éste último representó sólo 10% del crédito rural disponible y este se concentró en los grandes productores.

Oxfam apoya a las comunidades buscando acercamientos alternativos para otorgar financiamiento en medio de un ambiente de crédito restringido. En Siuna, por ejemplo, la sucursal local de BANADES se mantiene abierta, pero sus funciones de extensión de crédito no existen. Los finqueros han reportado que la oficina nacional de BANADES los remite de regreso a su sucursal local. Las únicas fuentes de crédito para estos agricultores son las que se obtienen a través de sus propios esquemas de ahorro y los fondos de crédito provenientes de ONGs emergentes. A pesar de que estas estrategias están comenzando a tomar fuerza, nunca alcanzarán una escala que pueda compensar por la desaparición de los servicios estatales. Las ONGs proveedoras de crédito no ven su papel como el de reemplazar las funciones del Estado, ni de cubrir el espacio en el que el sector privado no esté dispuesto a trabajar. Su papel es el de fortalecer las capacidades de las mujeres y hombres de bajos recursos, y a las asociaciones productivas y cooperativas, de manera que éstas puedan tener un acceso a las fuentes formales de crédito y financiamiento. Las ONGs también tienen un papel preponderante en mantener los recursos dentro de las comunidades pobres. Las experiencias de los fondos rotativos, de recursos monetarios y de recursos materiales tales como la ganadería, muestran que los recursos controlados por la comunidad no solamente se pagan, sino que con el tiempo se pueden ensanchar de forma significativa.

Las contrapartes de Oxfam y SNV defienden el fortalecimiento de los esquemas de créditos formales existentes, para asegurar la viabilidad del sector agrícola, para asegurar la participación de los pequeños y medianos productores en la regeneración agrícola, y para poder contrarrestar la situación generalizada de la inseguridad alimentaria rural. En vez de desmembrar un sistema estatal ineficiente, las políticas se deberían encaminar hacia la eficiencia de los sistemas nacionales, para así garantizar una transición que prepare el camino para un papel más determinante por parte del sector privado. Estas condiciones requieren algo más que el énfasis en una política de crédito renovada. También se requiere una combinación de reformas fiscales y comerciales que puedan apoyar la reactivación de la economía rural.

C. Esquemas de Créditos no Convencionales

Los esquemas no convencionales han jugado un papel vital en años recientes, debido a la escasez de crédito formal para los pequeños y medianos agricultores. Estos esquemas parten desde los fondos de crédito revolventes extendidos por ONGs, que típicamente constituyen créditos "blandos" junto a un paquete de apoyo técnico, a los extremadamente oportunistas prestatarios privados que ofrecen créditos a corto plazo con tasas de interés extremadamente altas. Un fenómeno más nuevo es el crédito transnacional, a partir del cual los intereses comerciales salvadoreños ofrecen créditos junto a una garantía de venta, a precios que son determinados por el comprador cuando se llega el tiempo de la venta.

En el caso de los esquemas de las ONGs, su cobertura ha sido muy limitada, es dependiente de las donaciones y administrarlas resulta relativamente caro. Sin embargo muchos de estos esquemas muestran una proporción de pago sumamente alta, un impacto impresionante en los ingresos familiares y llegan de forma efectiva a las áreas del país que los prestatarios convencionales no pueden alcanzar. Para reducir los costos administrativos de sus esquemas, las contrapartes de SNV en Jalapa están cooperando en forma muy cercana para racionalizar sus esquemas, sin reducir el impacto positivo de los programas de crédito sobre los ingresos familiares y la alta proporción de pago. A pesar de que no se puede esperar que los esquemas de crédito no convencionales cubran la necesidad nacional, sus éxitos pueden ser de mucho beneficio, a través de las reformas de los programas convencionales y una relación creativa entre el Estado y los programas de las ONGs.

D. La Importancia del Crédito para la Producción Agrícola

En el estudio comisionado por Oxfam y SNV, se muestra que el crecimiento en la producción de granos básicos depende, de forma crítica, de la naturaleza de las políticas y programas crediticios, y no necesariamente de la cantidad de crédito disponible. Durante 1960-79, cuando la política de crédito era aplicada principalmente para propósitos productivos, en combinación con otras medidas, se asoció un aumento del 10% en crédito real con el aumento de 1.6% de la cosecha. En contraste, a partir de 1979 a 1989, período en que la política crediticia estaba dirigida principalmente a asegurar el programa de reforma agraria nacional y se usó este como instrumento para la distribución de ingreso, la producción de granos básicos no aumentó de acuerdo a un mayor crédito. En el período subsecuente, de 1989 a 1994, la respuesta de la producción a la drástica y abrupta reducción del crédito, no resultó en la reducción proporcional de la cosecha.

El estudio concluye que la disponibilidad de crédito puede contribuir de manera significativa al aumento de la producción, como se observó en el período de 1960-79. Pero, como se observó en 1990, una reducción correspondiente de crédito, se reflejará en la producción sólo en una forma modesta. Esto se debe al hecho de que los que están excluidos del acceso al crédito en tiempos de restricción son los agricultores más pequeños y pobres. Si consideramos que la lógica de la agricultura campesina es obtener, al costo que sea necesario, la reproducción y supervivencia de su familia, estos sectores continuarán produciendo aún si se afectan negativamente sus ingresos netos. Para ello recurren a la "autoexplotación" de la labor de sus familias, que la constituyen particularmente la labor de las mujeres y niños. El resultado de la difícil disponibilidad de crédito se puede traducir en un nivel de producción estable, pero también en la reducción general de los estándares de vida y el poder adquisitivo de los pobres en el sector rural, lo que implica las bases de la seguridad alimentaria.

Esta evidencia da una mayor credibilidad al argumento de que los bancos estatales juegan un papel crítico en el fortalecimiento del sector agrícola. Puesto que el crédito por sí mismo no asegura el incremento de la producción, se debe ligar una serie de servicios y apoyos a los programas de crédito. Los agentes de la "extensión agrícola" no emergerán del sector privado, puesto que no hay un incentivo para invertir en una estrategia general que haga posible la reactivación de la economía en el sector rural. En medio de las presiones reales para reducir el gasto del Estado, existen las oportunidades para el trabajo conjunto entre los bancos estatales y las ONGs en cuanto a servicios de crédito rural. Los esquemas de crédito de las ONGs han mostrado éxito en proveer créditos de forma efectiva con el apoyo técnico necesario, y al mismo tiempo mantener una alta proporción de pago. Las ONGs no pueden reemplazar las funciones del Estado, pero pueden asegurar el acceso al crédito de la población más vulnerable, a través de nuevos enfoques de financiamiento. El debate entre el Gobierno nicaragüense y las multilaterales se ha centrado en el asunto del crédito. A pesar de que el Gobierno nicaragüense ha buscado responder a la fuerte presión política interna para proveer una disponibilidad de crédito más amplia, el Banco Mundial, el FMI y el BID han insistido en que el Gobierno, de hecho debe reducir aún más la facilidad de crédito para poder cumplir con la balanza de pagos, en medio de la decreciente asistencia externa. Oxfam y sus contrapartes han afirmado que no es la cantidad total de crédito disponible lo que se debe debatir, sino las prioridades y estructuras para administrar los fondos de crédito existentes en el país.

Dada la crisis en el sector agrícola, los bajos niveles de exportación agrícola, el menguante poder adquisitivo y la creciente inseguridad alimentaria de la población rural, una política que priorizara un porcentaje del crédito del país a los pequeños productores agrícolas, y que tuviera un sistema efectivo de aplicación, tendría un impacto significativo en el proceso de regeneración económica. 

V. LIBERALIZACION Y DESREGULACION DEL MERCADO

A. Políticas de Comercialización

Los flujos de comercialización influyen de manera determinante en la producción agrícola, los ingresos y la inversión en Nicaragua. En el área de los granos básicos, el país es en la actualidad significativamente un importador neto, puesto que tiene importaciones de maíz, arroz y trigo que se han incrementado rápidamente desde inicios de los 80. Los productores de granos básicos compiten en los mercados alimentarios locales, en contra de estas importaciones, lo que afecta las ganancias a través de la evidente influencia en los precios y a través del desplazamiento de la demanda por la producción doméstica.

Los productores nicaragüenses han enfrentado una serie de problemas que se refuerzan mutuamente al competir contra las importaciones. En primer lugar, lo que ha hecho la sobrevaluación de la moneda es reducir el precio —en moneda local— de las importaciones. Dicho de diferente manera, la sobrevaluación ha proveído a los consumidores de granos importados un subsidio implícito, lo que significa para los exportadores al mercado nicaragüense una ventaja relativa de precio. En segundo lugar, el mayor suplidor de importaciones nicaragüenses, Estados Unidos, es por sí mismo un gran proveedor de subsidios a la producción y exportación de granos básicos. Estos subsidios, de acuerdo a los cálculos de OECD representan más de 1/4 del valor final de la producción.

Anteriormente la protección de aranceles contrarrestó en cierto grado la competencia subsidiada, a través del aumento a los precios de las importaciones. Sin embargo, las reducciones de las tarifas agrícolas han bajado, desde 1990, los niveles de protección al productor, incrementando la exposición del sector de granos básicos a un mercado regional altamente distorsionado.

B. Sistemas de Mercadeo y su Impacto en la Producción Agrícola

La viabilidad de la economía campesina está también ligada a los sistemas de mercado locales, regionales y nacionales, incluyendo las facilidades de almacenaje, transporte y vías de comercialización. En Nicaragua estas estructuras son seriamente deficientes, forzando de esta manera a los pequeños productores, particularmente, a vender sus productos bajo las peores desventajas. Este es un elemento crucial que influye en la seguridad alimentaria, puesto que los pobres pierden cualquier capacidad de fortalecer su poder adquisitivo, debido a su dependencia en los canales mercantiles que se aprovechan de su vulnerabilidad.

En los años 60 el gobierno de Somoza creó el Instituto Nacional Para el Comercio Externo e Interno (INCEI) para regular los precios de los granos básicos, a través del almacenamiento y el mercadeo. Pero el INCEI nunca influyó en más del 5-10% de los granos básicos producidos a nivel nacional. En 1980 se reemplazó al INCEI por la Compañía Nacional para los Alimentos Básicos (ENABAS), que tenía el derecho exclusivo para comprar, almacenar, importar y exportar granos básicos. El objetivo de ENABAS era estabilizar los precios, reduciendo los costos de mercado; proteger a los pequeños y medianos productores de los intermediarios especuladores, y asegurar un suficiente suplemento doméstico de granos básicos para el consumo nacional. A pesar de que ENABAS buscaba la protección de los productores de granos básicos de las fluctuaciones de precio, en la práctica, los sandinistas también deseaban mantener bajos precios para los consumidores urbanos. Las contradicciones en las políticas de precios condujo a un mercado paralelo altamente lucrativo, en perjuicio de los productores rurales, para quienes los precios subían en forma más lenta que los precios en general.

Con la introducción del programa de ajuste estructural, el Gobierno de Chamorro inmediatamente privatizó la mayoría de las funciones de ENABAS, reduciendo de esta forma la intervención del Estado en los mercados agrícolas internos. También se eliminó el sistema de precios garantizados en 1991, y como ENABAS actualmente ha perdido su poder de actuar como comprador en última instancia, no puede intervenir para detener la caída de los precios en el período inmediatamente después de la cosecha. El precio de los granos básicos en el período posterior a la cosecha es de 30 a 50% más bajo que en los meses inmediatamente anteriores del próximo período de cosecha, pero muchos pequeños agricultores no tienen otra opción sino vender en tiempo de cosecha, puesto que necesitan el ingreso y carecen de las facilidades de almacenamiento. Dado el estado de la infraestructura rural y de la dispersión de las fincas, la carencia de crédito para el mercadeo y el alto costo del capital hay muy poca competencia en la finca ó a nivel local. Los pequeños agricultores se encuentran en una débil posición para regatear, dados los pequeños volúmenes puestos a la venta y la falta de información disponible acerca del mercado.

La eliminación del papel de ENABAS, en cuanto al almacenamiento y al transporte, reduce las opciones disponibles para los pequeños productores. En Siuna, donde Oxfam apoya a organizaciones de productores regionales, el grupo COOPEMINAS adquirió y restauró las facilidades de almacenamiento, secado y molido y lo ha hecho con sus propios recursos. En Bonanza, por otra parte, las facilidades estatales están completamente deterioradas y no hay ninguna organización local con la capacidad de restaurarlas y ponerlas de nuevo en servicio. A pesar de que el ejemplo de Siuna muestra una respuesta privada, fue hecho por agricultores extremadamente pobres, con fondos de donantes internacionales. Este no es el tipo de respuesta comercial del sector privado esperada por el Gobierno y las instituciones financieras internacionales.

De acuerdo a un estudio de FIDE, los principales problemas de mercadeo fueron los que identificaron productoras mujeres —90.9% de mujeres, comparado a 61.5% de hombres. El resultado fue que estos productores se ven forzados a vender en tiempo de cosecha. Como se ve en el cuadro de abajo, 45% de los productores de maíz en Jalapa vende su producto inmediatamente después de la cosecha. Otro 23% produce solamente para su propio consumo. Sólo 16% tiene la capacidad de esperar hasta que los precios están más favorables. 

Tabla 5

Como Vende el maiz, según área de propiedad

          

Area Total en

No vende
    Inmedia-tamente     Poco a Poco     Espera      No responde       Total

       Buenos precios 

Propiedad de 

los que viven

Nada


13

14

14
4
1

46

23.00%

Menos de 2 mz.
11

17

11
1
2

42

21.00%

De 2 a 3 mzs. 



1





1

0.50%

3 a 5 Mzs.

8

30

8
3
1

50

25.00%

6 - 20 Mzs.

7

17

9
4


37

18.50%

20 - 50 mzs.

6

6

1
4


17

8.50%

51-200 mzs

1

4



1

6      

3.00%

Más de 280,000 


1





1

0.50%

Total


46

90

43
16
5

200

Porcentaje

23.00%

45.00%

21.50%
8.00%
2.50%

100.00%

Fuente: Encuesta Itstani (1996)    

En respuesta a la falta de oportunidades para el mercadeo, Oxfam ha sido testigo de una variedad de respuestas entre los pequeños productores. Algunos deciden "desligarse" de los mercados, produciendo sólo para su propio consumo o para el comercio dentro de su comunidad. La mayoría responde por medio de la venta a compradores especuladores, como es el caso de los agricultores de Nueva Guinea, que le venden a intereses comerciales salvadoreños.

Algunos agricultores ligados a organizaciones regionales y nacionales han tenido la oportunidad de vender directamente a mercados europeos y norteamericanos a través de organizaciones de comercio alternativo (OCA), ya sea de fines comerciales o no comerciales. Oxfam UK/I ha canalizado la producción de café en Estelí a "Cafe Direct", una empresa alternativa en Inglaterra. La SNV en Nicaragua está trabajando con 30 cooperativas cafetaleras en Matagalpa para incrementar sus mercados de exportación a través de Max Havelaar/Trans Fair en Europa, una iniciativa que provee mejores precios y mercados a los pequeños productores de café. A través de un programa de capacitación, mejoramiento de productos y apoyo técnico, Oxfam UK/I está trabajando para apoyar la venta directa de aceite de ajonjolí orgánico desde Nicaragua. La SNV en Nicaragua está trabajando con 10 organizaciones contrapartes para exportar hiervas y plantas medicinales producidas por mujeres al mercado orgánico de USA y Canadá.

Estos programan demuestran que los pequeños agricultores, particularmente los que están involucrados con las asociaciones locales y nacionales de productores, son capaces de vender directamente a mercados internacionales, cuando se les presta apoyo con información, elementos técnicos y vías comerciales. Sin embargo, el pequeño grupo de ATOs que está trabajando con los productores nicaragüenses, no puede cubrir la demanda o potencial de este sector, ni puede responder a las necesidades particulares de los productores de granos básicos. Debe haber un sistema nacional más amplio que recolecte y distribuya la información de mercado oportuna a las organizaciones de pequeños agricultores, unida al apoyo técnico y financiamiento necesarios. Solo a través de este tipo de sistemas de apoyo podrán los pequeños agricultores participar con equidad en una economía liberalizada.

D. Otros Factores en el Sector Agrícola que Influyen en la Seguridad Alimentaria

Las políticas de precios y aranceles, el acceso a crédito y las vías comerciales tienen una influencia determinante en la seguridad alimentaria y deben enfocarse a través de una reforma de políticas. También está la inseguridad de la tenencia de la tierra, como un elemento adicional que tiene una influencia directa sobre la producción. Sin embargo, las contrapartes de Oxfam y SNV han identificado otros factores que están dentro de su control inmediato que también deben enfocarse. La degeneración ecológica de las tierras productivas y la deforestación acelerada están erosionando seriamente la capacidad de producción de alimentos de los pobres y, por lo tanto, las posibilidades de supervivencia para las generaciones futuras. A través de los bajos costos de producción y las técnicas de agricultura orgánica, conservación de suelos, reforestación y manejo adecuado del agua y la rotación de cultivos los agricultores están regenerando la productividad de sus fincas y están desarrollando un ambiente más saludable para sus familias. Oxfam ha apoyado el programa de Campesino a Campesino, de la UNAG en Nicaragua y a través de todo Centroamérica, para expandir la aplicación de estas técnicas.

Las condiciones específicas de las poblaciones afectadas por la guerra tienen repercusiones serias sobre la seguridad alimentaria de las poblaciones que apoya Oxfam. Las comunidades indígenas Sumu, desplazadas de sus comunidades en la reserva forestal Bosawas durante los 80, así como también los combatientes desmovilizados de la Resistencia Nacional y de las Fuerzas Armadas, no han sido reincorporados de forma efectiva a la economía nacional. Oxfam ha apoyado varios programas para el desarrollo económico de estos sectores, pero éstos son insuficientes en relación al nivel de la necesidad.

Los pequeños agricultores también han identificado la necesidad de organizaciones locales y nacionales que puedan ofrecer contribuciones en el crédito y mercadeo, y que puedan proyectar una voz colectiva que influya en las políticas económicas. Las transiciones políticas y económicas y los programas de reinserción después de la guerra desde 1990, han requerido la reestructuración de las organizaciones que representan a los productores rurales. Esta transición no se ha dado fácilmente, pero es digno de notar que el sector agrícola permanece sumamente organizado y tiene una influencia significativa en Nicaragua. Oxfam ha apoyado este proceso de transición, particularmente en los programas que apuntan hacia el fortalecimiento de los lazos entre las estructuras nacionales y la población que estos representan.

Internacionalmente Oxfam UK/I y SNV se han encaminado a influir en las políticas que afectan a la población pobre de Nicaragua, por medio de su apoyo a iniciativas que aumenten la participación de organizaciones representantes de la sociedad civil, en la definición de políticas macroeconómicas. Las instituciones multilaterales, particularmente el Banco Mundial, han reconocido la importancia de la formación de un concenso alrededor de las políticas nacionales de desarrollo. Convertir este compromiso en acción ha resultado ser muy difícil, puesto que la "sociedad civil" no es una entidad unificada ni coherente. Si la intención es que las iniciativas de participación civil sean algo más que simbólicas, debe haber una inversión de tiempo y recursos, incluyendo a la mujer y organizaciones de mujeres, para la formación de destrezas y experiencias que conlleven al diseño de políticas y la negociación.

VII. RECOMENDACIONES SOBRE POLITICAS

El trabajo de Oxfam y SNV en Nicaragua con los productores rurales pobres y los resultados de la investigación comisionada por Oxfam SNV con el GPC, apuntan hacia algunos cambios de política específicos que podrían beneficiar a los productores rurales y proveerles algunas recomendaciones, en cuanto a la forma de resolver algunos de los problemas impuestos por las reformas actuales de política en Nicaragua.

A. Recomendaciones Generales

1. Se debería dar prioridad al diseño e implementación de una política de seguridad alimentaria comprensiva, que tenga objetivos y prioridades claros para mejorar las condiciones de la población de mayor vulnerabilidad, tanto en el sector urbano como rural.

2. Priorizar programas de seguridad alimentaria a nivel local, que estén, en forma particular, dirigidos al fortalecimiento de la posición económica de los pequeños productores de granos básicos.

B. Crédito y Servicios Financieros

Como lo muestra este documento, el acceso de los pequeños productores a los servicios financieros y créditicios esenciales es una precondición clave para la seguridad alimentaria. Sin embargo es evidente que un sistema de crédito más eficiente y más oportuno, por si sólo, no resolvería la crisis que enfrentan los productores campesinos. El fracaso de las políticas de crédito en el pasado se debe precisamente a la falta de un acercamiento integrado, que enlace el crédito con la atención a otros problemas fundamentales, como la calidad de la tierra, la falta de infraestructura e irrigación, los bajos niveles de educación y salud en el sector rural, la carencia de la tecnología apropiada, los sistemas de mercadeo distorsionados y subdesarrollados, precios volátiles, la vulnerabilidad a las variaciones de clima, y el conjunto de políticas económicas que influyen en los precios.

Oxfam/SNV no esta defendiendo un aumento en la cantidad de crédito, sino mas bien un reenfoque de créditos a los pequeños productores y una serie de mecanismos de apoyo institucional que aseguren que las técnicas de producción y el manejo de créditos faciliten una creciente capitalización del sector de la pequeña producción.

Recomendaciones:

1. La revisión de las políticas de crédito restrictivas y rígidas por parte del Banco Central, para permitir la expansión durante los períodos del ciclo agrícola, cuando los productores campesinos necesitan un financiamiento adicional, y establecer tasas de interés que se adapten al sector agrícola y las condiciones de pago que reflejen el ciclo agrícola.

2. El desarrollo de un sistema rural integrado que preserve el papel de los bancos estatales como promotores, reguladores y coordinadores de los sistemas de crédito rural, con esquemas de crédito no convencionales e informales. Esto último se debería ver como un complemento, en vez de substituto para los bancos estatales.

3. Asegurar que hayan vías de comercialización cerca de los productores, ya sea directamente a través de la propia red de agencias rurales del banco, o por medio de la actuación del banco como proveedor del crédito a los esquemas no convencionales y que están basados localmente.

4. Asegurar que parte del crédito existente apoye los propósitos productivos y domésticos y las importaciones esenciales, en vez del consumo privado y las importaciones suntuarias.

5. La racionalización de la política central sobre las tasas de interés, para asegurarse de que éstas se acerquen a las tasas de los mercados de capital internacional.

6. Reemplazar el enfoque hacia atención los productos de prioridad con el de sectores de prioridad, incluyendo pequeños y medianos productores que a su vez incluyan mujeres, que produzcan para los mercados domésticos y para la exportación y que usen técnicas de producción sostenibles.

7. La diversificación de la facilidad de crédito a actividades rurales no agrícolas, particularmente las que están controladas por las mujeres.

8. Incrementar la proporción de pagos de créditos por medio del establecimiento de facilidades de crédito que estén más cerca de los prestatarios, donde esto sea apropiado, estableciendo grupos prestatarios de solidaridad que incluyan grupos mixtos o de mujeres solamente y una mejor rendición de cuentas y propiedad a través de los esquemas de ahorro.

9. Flexibilizar los requisitos para obtención de créditos, especialmente los que se relacionan con los títulos de tierra, para garantizar el acceso a créditos de las mujeres y pequeños productores.

C. Tasa de Intercambio, Control de Precios y Política de Arenceles

 Una moneda sobrevaluada y un sistema insuficiente de aranceles han contribuido a la posición de desventaja de los productores agrícolas nicaragüenses, en relación al mercado internacional. Una tasa de intercambio y una política de aranceles efectivas deberían orientarse a compensar por este desbalance.

Recomendaciones

1. Una tasa de cambio realista y competitiva y una política de aranceles a mediano plazo que se encaminen a la producción de los granos básicos.

2. Desarrollar un acercamiento planificado hacia la reducción de aranceles que contemple el desmembramiento lento, selectivo y gradual de los aranceles agrícolas, con el objetivo de desarrollar una ventaja comparativa a largo plazo.

3. Ofrecer garantías de precios para los productos agrícolas, para poder, de esta manera, garantizar los medios de vida de los pequeños productores.

4. Implementar un sistema de incentivos fiscales para las exportaciones, a través del aumento de aranceles en las importaciones 

5. Asegurar que los precios de los insumos agrícolas y bienes de capital no excedan los precios internacionales.

D. Comercialización Interna

A medida que se ha erosionado el aparato estatal para la compra, almacenamiento y comercialización de alimentos, la posición de los pequeños productores es de extrema desventaja. Para que los pequeños productores puedan cubrir en forma mínima los costos de producción y que éstos puedan generar ingresos, se debe hacer disponible una estructura de comercialización adecuada.

Recomendaciones:

1. Ofrecer crédito y apoyo a los pequeños y medianos productores, para que éstos puedan comprar, almacenar, transportar y procesar alimentos en sus propias fincas. Dado el importante papel de las mujeres, en el procesamiento de alimentos, no remunerado, el apoyo técnico y financiero se debería encaminar hacia el incremento de las oportunidades de ingreso para las mujeres en esta área.

2. Ofrecer financiamiento para el apoyo técnico de pequeños y medianos productores, para que éstos aumenten sus niveles de producción, a través de técnicas de conservación de suelos, control biológico de plagas y la divesificación de productos, como se ha venido haciendo en el programa de Campesino a Campesino.

3. Reforzar el papel de ENABAS, o cualquier agencia similar, para estabilizar los precios y proveer almacenamiento e información sobre los mercados.

4. La reinversión en la decadente y subutilizada infraestructura de ENABAS, para un almacenamiento y transporte a gran escala.

5. El desarrollo de un plan nacional para revivir la infraestructura rural en cuanto a carreteras, comunicaciones y transportes como la más alta prioridad para los fondos provenientes de donantes multilaterales.

6. El desarrollo de un sistema nacional de información y apoyo técnico en mercados internacionales que esté disponible para los pequeños y medianos productores.

E. Organización Social, Participación y Coordinación

Como se indicó en este documento, el papel de las organizaciones sociales es de vital importancia para establecer un enfoque sólido hacia las reformas económicas en el sector agrícola. Esta participación no solamente es esencial para formar un concenso y estabilidad dentro de una sociedad democrática, sino que sus puntos de vista y experiencias pueden servir de protección en contra de algunos de los errores que se han cometido hasta la fecha, debido a las falsas suposiciones sobre la lógica de la economía campesina.

Recomendaciones:

1. Una mayor coordinación entre las organizaciones a nivel subregional, nacional y centroamericano, para beneficiarse de los conocimientos acumulados, la experiencia y los recursos que se pueden aplicar para incrementar el impacto del sector del pequeño productor.

2. Apoyar las iniciativas sobre las técnicas agrícolas sostenibles, como Campesino a Campesino, que muestran un impacto dramático en la productividad de los pequeños productores.

3. Apoyar las organizaciones de pequeños productores en la planificación participativa, el monitoreo y las técnicas de evaluación, particularmente en las técnicas que incluyen a las mujeres rurales e incorporen una perspectiva de género.

4. Un mayor esfuerzo por parte de las instituciones financieras multilaterales para incorporar políticas de participación, no solamente en la fase de implementación y evaluación de proyectos, sino en la negociación y el debate sobre políticas, especialmente en lo referente a estrategias de asistencia rural. Las actuales iniciativas de participación del Banco Mundial deben contemplar el tiempo y los recursos que se requieren para una participación significativa de los hombres y mujeres rurales.

La implementación de políticas de descentralización del Estado que deleguen no solamente las responsabilidades sino los recursos adecuados a las autoridades municipales, para el beneficio de la economía y de las comunidades rurales.

Traducción: Miguel Bonilla
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